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PRESIDEN: Señores Representantes Carmelo Vidalín, Presidente y Martín Tierno, Vicepresidente. 
MIEMBROS: — Señores Representantes Marcelo Bistolfi, Pablo Iturralde Viñas, Raúl Olivera y Luis Puig. 


INVITADOS: Por la Asociación de Funcionarios de la Seguridad Social, señores Adolfo Bertoni, 
Presidente y Ruben García, Secretario General del Interior; y señora Alexandra Zapirain, 
Secretaria General de Montevideo. 


Por la Unión de Obreros y Trabajadores del Transporte (UNOTT), señores Alejandro 
Alberro y Milton González, Ejecutivos de UNOTT Suburbano; Juan Arellano y Jorge 
Suárez, Ejecutivos de UNOTT Interdepartamental, Claudio Vera, SODEC; y doctor Favio 
Fernández, Asesor Legal. 


Por los Funcionarios Obreros de la Dirección de Arquitectura del Ministerio de Transporte 
y Obras Públicas, señores Bismark Larrosa, Presidente y Mario Maurente, Encargado de 
las Finanzas. 


Por la Asociación de Profesionales de la Dirección Nacional de Arquitectura del Ministerio 
de Transporte y Obra Públicas (A.PRO.D.I.N.AR.) señores Alejandro García, Presidente 
Suplente; Ignacio Figares, Vicepresidente; Luis Papa, Vicepresidente Suplente; señoras 
Adriana Barrón, Secretaría Suplente y Rossana Harquisk; Celiana Maddalena; y Cecilia 
Brandt, y señores Fernando Márquez y Paulino Lessa, Arquitectos Asociados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- (Vidalín).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Legislación del Trabajo da la bienvenida a la delegación del Sindicato de Trabajadores de la 
Seguridad Social integrada por el señor Adolfo Bertoni, Presidente, la señora Alexandra Zapirain, Secretaria 
General de Montevideo y el señor Ruben García, Secretario General del Interior, con el fin de escuchar 
vuestros planteamientos e inquietudes. 


SEÑOR BERTONL.- Muchas gracias por recibirnos una vez más. 


Cuando solicitamos esta entrevista se había desatado un conflicto en el BPS que hasta ese momento tenía 
como principal responsable a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. 


El año pasado nosotros estuvimos en un conflicto y la intervención del señor Ministro de Economía y 
Finanzas permitió solucionarlo con una partida extraordinaria para este año y habilitó que en el BPS 
hiciéramos una nueva escala salarial. Por ese motivo, durante casi once meses estuvimos trabajando en el 
ámbito bipartito con el Directorio y hasta quince días antes del vencimiento del plazo constitucional el 31 de 
julio al parecer todo venía bien. Pero sorpresivamente todo lo que se había venido trabajando se trancó por la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto. Entonces, por primera vez en la historia de la ATSS, fuimos a una 
Asamblea General sin ningún tipo de propuesta de la Administración. Finalmente, el conflicto terminó 
resolviéndose ya que la asamblea del 29 de julio aprobó, por una importante mayoría, el resultado de las 
negociaciones. Pero quedaron algunas experiencias que nos parece importante trasmitir, porque la materia de 
esta Comisión los lleva a recibir delegaciones sindicales. Particularmente, queremos contar algunos aspectos 
de nuestra experiencia que es similar a la que están sufriendo otros compañeros del sector público. 


Como parte de las medidas de lucha que adoptamos, que implicaron detenciones, pedimos una entrevista a la 
Oficina Regional de la OIT en Santiago de Chile. A raíz de eso, desde el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, para cumplir la ley de negociación colectiva, se llamó a la ATSS, a la OPP, al Banco de Previsión 
Social y a un asesor del Ministerio de Economía y Finanzas, el economista Masoller. Allí nos encontramos 
con una actitud muy positiva del representante del Poder Ejecutivo en ese Ministerio, el doctor Delgado, 
consciente de que se estaba en un conflicto y de que había que buscar una solución que mejorara lo que hasta 
ese momento se tenía. Pero para nuestra sorpresa nos encontramos con una actitud despótica del doctor 
Homero Guerrero, asesor del Director de la OPP. Quienes me conocen más saben que tengo unos cuantos 
años en la actividad sindical veintisiete, exactamente, me ha tocado negociar con representantes de la 
dictadura en la antigua Dirección General de la Seguridad Social y luego con representantes de todos los 
Gobiernos que ha habido en el país desde entonces, pero nunca tuve un interlocutor como el doctor Guerrero, 
un hombre que parece estar pagado para generar conflicto. Llama la atención que esto suceda en este 
Gobierno, por algunas características que autoproclama tener, y nos queda la duda de si esa es una actitud 
solo del doctor Guerrero, propia de su personalidad por lo que habría que echarlo, o si hubo una 
intencionalidad de la Dirección de la OPP que lo mandó a cumplir ese rol. Nos parece bueno que se sepa que 
este hombre existe y anda negociando en el sector público, porque lo más probable es que donde se meta a 
negociar haya problemas. 


Sabemos que en otros ámbitos del Estado ha pasado algo similar con otros personajes. Felizmente, hoy vimos 
la noticia en la prensa de que el Presidente de la República nombró al ex Director y ex Ministro de Trabajo y 


Seguridad Social Baráibar para negociar con el sindicato de AFE a fin de tratar de lograr una solución 
acordada. 


Otro elemento preocupante, por tratarse de nuestro interlocutor principal, es que en la mañana del viernes 29, 
antes de realizar la Asamblea General Nacional, personalmente mandé un mensaje al Presidente del BPS, al 
Director Galli y al Director Hugo Odizzio, en el que les indicaba que no estaba en condiciones de apoyar la 
propuesta de la Asamblea, con la intención como hemos hecho muchas veces de generar otro momento de 
negociación antes de esa instancia. Sorpresivamente, no tuvimos ningún tipo de respuesta, pero el Presidente 
del BPS en una conducta que creo que para nada involucra al resto del Directorio llama a la Vicepresidenta 
de la ATSS cuestionando la actitud del Presidente de la ATSS, diciendo que estaba de malo, y manifestando 
una serie de elementos que si uno mira el Convenio N* 151 de la OIT y lee su artículo 5%, puede concluir que 
se trata de una injerencia de una autoridad pública en una organización de trabajadores del sector público. 


Nosotros queremos que se sepa que se está tomando esa actitud. En el Consejo Directivo en el día de ayer 
hablamos de la necesidad de solicitar un informe a nuestros asesores, más allá de que en lo personal 
considero que se está violando ese artículo y el Convenio. Por tanto, vamos a pedir a nuestros asesores y a 
algún laboralista de prestigio que dé una opinión fundada en cuanto a si se está violando el Convenio N* 141 
de la OTT. 


Asimismo, queremos referirnos a otros aspectos. Uno de ellos tiene que ver con el conflicto, el cual no pudo 
ser resuelto internamente, principalmente porque el Directorio del BPS consideró así nos lo trasmitió el 
Director Hebert Galli que este tema correspondía a una resolución general del Poder Ejecutivo y el 
Parlamento. Cabe agregar que estos temas ya fueron mencionados la última vez que concurrimos a esta 
Comisión. En los últimos veinte años se realizaron en el BPS una serie de contratos irregulares mal llamados 
suplentes o destajistas, fundamentalmente en el área de la salud, aunque no solamente allí; con el viejo 
Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo también se contrató a personal claramente dependiente. 


Quisiera agregar que en la fórmula que nos permitió solucionar el conflicto no pudimos incluir que se le 
reconociera la antigijedad real, a todos los efectos, de esos compañeros. Por lo tanto, nos parece que sería 
importante que desde el Parlamento surgiera una iniciativa a fin de regularizar esas situaciones, ya que se 
trata de compañeros que no solo se ven perjudicados cuando se toma en cuenta la fecha de ingreso, sino 
también cuando se deben dar concursos, que tienen como requisito contar con determinado tiempo de 
antigiiedad en el organismo. Si bien estos compañeros cuentan con la antigúedad requerida, no la tienen 
jurídicamente, porque fueron presupuestados en los años 2003, 2005 o 2007. 


Por otra parte, quiero referirme a un conflicto que tuvimos en el mes de mayo. A raíz de la implementación 
del Sistema Nacional Integrado de Salud, el BPS quedó en una situación extraña, porque los hijos y las 
esposas de los trabajadores que se atendían allí se fueron al sector público a ASSE o al sector privado. 
Entonces, como dije, en el mes de mayor atravesamos un conflicto porque se intentó cerrar el Centro 
Materno Infantil N* 5, que es el que se encuentra al lado del viejo Hospital Pacheco, hoy DEMEQUI, en 
Agraciada casi Asencio. Afortunadamente, logramos resolver esa situación y que el Directorio confirmara lo 
que estaba definido en el plan estratégico 2005-2010, que era el fortalecimiento del área de la salud del BPS, 
como así también conveniar y coordinar servicios con el resto del sector público. En ese sentido, se firmó un 
Convenio con ASSE, en el cual participamos apoyando la iniciativa. Asimismo, se está comenzando a 
coordinar servicios en Pando, y entre ASSE y el BPS se van a llevar a cabo algunas ideas en el Centro 
Materno Infantil del Cerro. Pero nos encontramos con que hay muchas madres también padres que quisieran 
que sus hijos se siguieran atendiendo en los Centros Maternos, en el Sanatorio Canzani o en el DEMEQUL, 
por la característica de los servicios y la larga historia de Asignaciones Familiares, sobre lo que no es 
necesario ahondar. Entonces, nosotros pensamos en la posibilidad de modificar un artículo de la ley de 
creación del Sistema Nacional Integrado de Salud, para que las madres o los padres que deseen que sus hijos 
sean atendidos en el BPS tengan esa opción. En tal caso, el prestador integral ASSE o una mutualista deberá 
pasarle al BPS la cuota parte correspondiente a la cápita. Creemos que, en la medida en que el sistema está 
centrado en el criterio de la libertad de opción, no debería haber mucha discusión, ya que estamos hablando 
de que el padre o la madre pueda elegir dónde quiere atender a su hijo. Además, consideramos que se podría 
resolver el problema presupuestal, económico y financiero. Digo esto porque, por ejemplo, todavía no está 
resuelta la parte financiera del convenio que tenemos con ASSE, ya que no se sabe cuánta plata le pasará 
ASSE al BPS por los niños y las madres que deberá atender. 


Esto es lo que queríamos plantear. Por supuesto, estamos a las órdenes de los señores Diputados en caso de 
que alguna de las dos ideas que planteamos les resulten de interés. Si todos los integrantes de la Comisión, o 
alguna en forma individual, están de acuerdo con nuestras propuestas podemos ayudar a redactar los 
proyectos que se deberían elaborar o a realizar los contactos como sindicato necesarios, a fin de que las 
iniciativas puedan contar con un verdadero apoyo parlamentario. 


SEÑOR PUIG.- En primer lugar, saludamos la presencia de los compañeros que integran esta 
delegación. 


Independientemente de que vamos a mantener contacto con el sindicato para analizar en detalle las iniciativas 
que se plantean, quiero referirme a algunos aspectos de lo que dijo el Presidente de ATSS, porque creo que 
esta experiencia puede servir para otros trabajadores públicos. 


Quisiéramos saber cuál ha sido el marco de negociación, es decir, si los funcionarios de ATSS han tenido 
posibilidad de discutir estos temas con el Directorio y con otros organismos del Estado. Ustedes plantearon 
que hubo algunas dificultades con la OPP, pero nos gustaría saber cuáles han sido las herramientas utilizadas 
con el Directorio y con otros organismos. 


SEÑOR BERTONI.- Desde 2005 hasta la fecha, se han mantenido algunos integrantes importantes del 
Directorio, como el Presidente, y otros cambiaron. Salvo las anécdotas infelices que contamos que 
pueden llegar a ser graves, desde el punto de vista formal tenemos la mejor relación y funciona un 
número muy importante de comisiones bipartitas. Un elemento interesante a destacar es que no 
siempre hay línea del Directorio, por lo que quienes actúan en representación de la administración 
tienen libertad de acción para moverse, ya sea en lo que tiene que ver con la definición de las bases de 
los distintos concursos, los reglamentos, las calificaciones, etcétera. 


En el plano económico salarial hemos tenido un ámbito de discusión. Trabajamos once meses lo hicimos en 
forma intensa desde diciembre del año pasado hasta ahora y logramos llegar a un esquema de nueva escala 
que incluye el desarrollo horizontal y la gestión por competencias, sistema que sería interesante aplicar en 
otros lugares del Estado. Sin embargo, cuando fuimos a la asamblea del 22 de julio sin nada, muchos 
compañeros nos preguntaron: "¿Entonces estos once meses te estuvieron tomaron el pelo?". 


Nuestro sindicato tiene más de noventa locales en todo el país. Los recorremos tres o cuatro veces por año, 
entre otras cosas, gracias al Presidente, que es el Secretario General del Interior. 


Hasta un mes antes del conflicto pensábamos que en el Directorio estaba todo bien. 


Reitero que en este tema existió el ámbito y se trabajó con mucha seriedad. Las compañeras que designó la 
Administración muchas de ellas Gerentas, como las contadoras Beatriz García, Alma Nocetti y Mercedes 
Rodríguez y la Técnica en Administración Beatriz Garlo trabajaron con seriedad y transparencia en el manejo 
de la información. Esto es muy importante, porque cuando se trata de hacer una nueva escala salarial y hay 
compensaciones diversas, es necesario tener toda la información. 


Sabemos que hace dos o tres meses el representante del Directorio en las negociaciones con el equipo 
económico, el Director Heber Galli, propuso nosotros estuvimos de acuerdo que en la etapa final de 
redacción del proyecto de nueva escala no solo estuviéramos nosotros y el BPS, sino también representantes 
del Ministerio de Economía y Finanzas y de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. Pero no tuvo éxito. 
Recordemos que la reunión que mantuvimos con el señor Ministro de Economía y Finanzas el año pasado fue 
muy importante. 


Por otra parte, cuando asumió el señor Ministro Olesker pensé que podía conversar con él; fui a verlo y 
conversamos en la vereda del MIDES. Más allá de las diferencias partimos de la base de que en toda 
negociación las hay, el tono fue de profundo respeto. Por eso nos sorprendió lo que pasó con el señor 
Guerrero. 


En resumen, tenemos un montón de ámbitos. En algunos no hay más resultados por responsabilidad nuestra, 
como ATSS. Por ejemplo, todavía no hemos tenido la capacidad de tratar con la seriedad que merece la 
problemática relativa a la salud laboral. En otros casos hay diferencias, pero se subsanan a través de la 


confrontación permanente de ideas. Lo que pasó en este caso fue que hasta diez o doce días antes venía todo 
bárbaro y, después, apareció un planchazo como dijimos al señor Guerrero que puso en riesgo todo el trabajo 
realizado. Tal como dijimos en un comunicado público, desde el punto de vista legal la reestructura se hace 
en base a un artículo del Presupuesto vigente que habilita al Directorio a hacer una nueva escala, previo 
acuerdo con la OPP, es decir que legalmente correspondía que opinara. El Directorio del BPS tiene potestades 
para instrumentar tareas que no son propias del Banco de Previsión Social, pero que de todos modos 
realizamos. Nuestras funciones tradicionales son liquidar jubilaciones, pensiones, asignaciones familiares y 
seguro de paro, y atender centros maternos como el Sanatorio Canzani y el DEMEQUL, pero hemos 
participado en el Plan de Emergencia y en Plan de Equidad, recaudamos gratis para la DGI el Impuesto a la 
Renta de las Personas Físicas y también recaudamos el FONASA. Es decir que el Directorio tiene potestades 
para hacer todas esas cosas, pero a la hora de marcar su presupuesto aparece alguien por encima que le dice 
cómo hacerlo. Si bien desde el punto de vista legal la OPP tiene potestades para actuar, creemos que el 
Directorio del BPS, que tiene representantes de la oposición todos con aval parlamentario, de los 
trabajadores, de los jubilados y pensionistas y de los empresarios, debería haber tenido otro tratamiento por 
parte de este organismo. 


SEÑOR TIERNO.- Voy a hacer dos consultas. 


En primer lugar, quisiera saber si ustedes han tenido algún otro contacto con las autoridades del organismo 
además de la llamada que el Presidente del BPS hizo a la Vicepresidenta de ATSS. 


Por otra parte, me gustaría saber si la OPP hizo algún planteamiento o simplemente se negó a llevar adelante 
lo convenido entre el BPS y ATSS. 


SEÑOR BERTONL.- Con respecto a los contactos mantenidos, debo decir que estuve una semana de 
licencia y recién ayer me reincorporé al sindicato. Precisamente, en el día de ayer resolvimos pedir una 
entrevista con la comisión técnica bipartita que trabajó en la reestructura porque hay algunos 
artículos del presupuesto que no están claros y aspectos de la fórmula que son confusos. 


Por otra parte, el primer planteo que hizo la OPP fue económico; está bien que lo haga porque una de las 
funciones que tiene es pensar en el gasto global del Estado. El problema es que no solo dijo hasta dónde 
podíamos ir sino que insistió en que la plata debía distribuirse como quería. 


En términos globales el resultado del conflicto no es malo. La nueva escala salarial prevista implicaba un 
costo de veintisiete millones y estamos cerca de los veinte. El problema es que hay una gran diferencia entre 
los aumentos que recibirán los jefes y los cargos superiores incluidos profesionales y gerentes y los que 
tendrán los cargos de Administrativo 1 para abajo y sus equivalentes en otros escalafones, que serán bastante 
menores. También hay otros aspectos que se podrían haber resuelto, pero para mí eso es responsabilidad del 
Directorio y no de la OPP. Sin embargo, el problema es que la Oficina de Planeamiento y Presupuesto marcó 
el techo y, además, estableció cómo debía gastarse la partida. A esto debemos sumar la actitud de este señor 
por la que no puedo responsabilizar a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto porque, si bien la 
representaba, el destrato fue personal, que no tenía claro que cuando se instala una mesa de negociación se va 
a negociar y no a imponer, a no ser que esa sea su manera de andar en el mundo. 


SEÑOR ZAPIRAIN.- Quiero responder la pregunta vinculada con la comunicación. 


Hace una semana el compañero Bertoni, como un ciudadano más de este país, estando en uso de licencia 
reglamentaria, expresó a través de una nota su sentir con respecto al Gobierno y al Presidente del Banco de 
Previsión Social, motivo por el que el Presidente Murro envió un correo electrónico solicitando una reunión 
grave y urgente con el sindicato, a lo que respondimos que no entendíamos qué tenía que ver la nota de un 
ciudadano con el sindicato, aunque no había problema en reunirnos. Respondió que, de acuerdo con la 
respuesta recibida por la Secretaría General, dejaba sin efecto el pedido de reunión. 


Como ya se dijo, ayer solicitamos una reunión bipartita técnica con la Gerencia de Planificación y 
Presupuesto, pero hasta ahora no tuvimos ninguna confirmación, cuando antes de que se dieran todos estos 
episodios inmediatamente se contestaba: "Estoy ocupada", "Nos cuesta reunirnos”, "Danos un tiempo", 
etcétera. 


Por otro lado, y no menos importante, desde el 29 de julio el Directorio del Banco de Previsión Social, 
principalmente su Presidente y el Director Galli, eligió los interlocutores de ATSS, desconociendo las 
autoridades que democráticamente fueron elegidas por 3.200 compañeros. 


SEÑOR GARCÍA.- Los del interior somos los más perjudicados con esta forma de distribuir la partida 
porque hay muy pocos "para arriba" y no hay profesionales. 


En el sindicato y en cualquier lado primero peleo por los compañeros del interior porque para mí son lo más 
grande. Por eso en estos momentos estamos muy doloridos: porque con esta forma de distribuir la partida el 
interior es el más perjudicado, a pesar de que siempre es el que está primero en el servicio. 


El interior tiene funcionarios con más de treinta años de trabajo y con una edad promedio de cincuenta años. 
Quienes son del interior saben que en el interior tenemos otra forma de trabajar y otro trato con la gente. 


Entonces, cuando se establecen estos criterios, quedamos sumamente doloridos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de los representantes de la Asociación de 
Trabajadores de la Seguridad Social. 


La Comisión va a deliberar y se pondrá en contacto con el sindicato. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Trabajadores de la Seguridad Social) 


SEÑOR PUIG.- Después de que la Comisión se reuniera con los trabajadores de PLUNA y con PLUNA 
S.A por la situación de conflicto, planteamos la necesidad de instalar un ámbito real de negociación. 
Personalmente conversé con el PITMCNT y con el sindicato, quienes aseguraron que querían un ámbito 
de negociación serio que permitiera arribar a soluciones, y así lo trasmitimos al señor Jorge Lepra, 
Gerente General de PLUNA S.A. En ambas visitas planteamos la necesidad de convocar a este ámbito 
de negociación. 


Posteriormente, nos enteramos de que ese ámbito se conformaría en el PIT-CNT, en el que participaríamos 
como Comisión de Legislación del Trabajo. Creo que se reunieron el lunes pasado, pero como no fuimos 
invitados por ninguna de las partes, entendí que no correspondía ir. Además, pensé que la concurrencia 
debería definirla la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que la Comisión debería nombrar un representante, y luego tendríamos 
que ponernos en contacto con la gente de PLUNA S.A, que fue con quien acordamos nuestra 
participación. 


SEÑOR PUIG.- Creo que primero habría que consultar a PLUNA S.A y al PIT-CNT porque quizás no 
sea necesaria la presencia de la Comisión. 


(Diálogos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión va a invitar a la brevedad al Banco de Seguros del Estado para 
conocer su opinión respecto al proyecto referido a accidentes de trabajo, presentado por la señora 
Diputada Passada y por el señor Diputado Novales. También invitaremos a la Secretaría de Salud 
Laboral del PP-CNT, en especial al señor Migliónico. 


(Ingresa a Sala una delegación de la Unión Nacional de Obreros y Trabajadores del Transporte, UNOTT) 


——- La Comisión de Legislación del Trabajo tiene el gusto de recibir a una delegación de la Unión Nacional 
de Obreros y Trabajadores del Transporte, UNOTT, integrada por los señores Alejandro Alberro, Juan 
Arellano, Jorge Suárez, Claudio Vera y Milton González, y por el doctor Favio Fernández. 


SEÑOR ALBERRO.- Los integrantes de la delegación aquí presente somos conductores cobradores y 
conductores, o sea, profesionales del transporte, no profesionales en doctorado. Por lo tanto, las 
argumentaciones que damos se basan en la realidad con la que convivimos. 


Para fundar la situación del transporte hemos traído material para dejarles; entendemos que el transporte debe 
tener una Comisión calificadora, como un servicio bonificado. 


Allá por el año 1985 se introduce la reforma del sistema jubilatorio y se genera la unificación para el 
transporte, conocido como "seis por uno", que empezaba a computarse después del décimo año. En aquel 
tiempo eran todos conductores, con sus respectivos guardas. 


Luego, por el año 1992, las transformaciones del transporte llevaron a la eliminación gradual del puesto de 
guarda. O sea que en un ser humano recargamos una doble tarea. Por esa doble tarea se percibe una 
remuneración de un 30% adicional, pero la causal jubilatoria sigue siendo la misma, o sea que no se 
contempló un 30% más en la causal jubilatoria por una doble tarea. 


Lo que pretendemos hoy es generar una Comisión calificadora tripartita. Estamos dispuestos a que se hagan 
evaluaciones periódicas de los problemas que hoy viven los trabajadores. 


Uno de los argumentos que damos es, por ejemplo, la alimentación del trabajador del transporte, que es 
totalmente inadecuada con lo que establecen las recomendaciones médicas. 


En el caso del conductor cobrador se agrava mucho la sensación de soledad y desamparo. 


Hay otro problema que hasta ahora no se ha podido solucionar: las agresiones, que van desde el robo hasta la 
agresión física. 


Por otro lado, el contacto permanente con los pasajeros aglomerados implica el riesgo de contraer 
enfermedades infectocontagiosas. 


A todo esto hay que sumar los ruidos de fondo en los horarios de mayor tránsito, lo que está relacionado con 
el aumento del parque automotriz. 


Para justificar la derogación de la bonificación establecida en 1993 o 1994 se toma como punto fundamental 
el uso de asientos ergonométricos. Sin embargo, estos asientos funcionan como corresponde mientras los 
coches son nuevos, pero después las empresas no realizan el mantenimiento debido. 


También tenemos el problema de los ruidos, cuya solución no pasa solo porque el vehículo tenga el motor en 
la parte de atrás, pues hay ruidos de la calle y de las carrocerías, que van teniendo desgaste, más allá de que 
la flota se haya actualizado. 


Por otra parte, no tenemos horario fijo. Todos los horarios son rotativos; se empieza a las tres, a las cuatro o a 
las cinco de la mañana. 


A todas estas dificultades hay que agregar que en esta época el conductor del transporte traslada, junto con la 
población, otro factor de riesgo: la gripe H1N1. Nosotros llevamos unos sesenta pasajeros y el riesgo de 
contagio es muy alto, sobre todo en invierno, porque circulamos con las ventanas cerradas; basta ver los 
ómnibus para comprobarlo. En verano enfrentamos otro problema que hasta hoy no hemos podido resolver: 
la pérdida de audición, que no se da solo en los coches con motor delantero. Lo digo porque quienes 
manejamos coches con motor delantero tenemos menor capacidad auditiva en el oído derecho. De todos 
modos, los tests psicotécnicos que realizamos periódicamente han demostrado que el oído izquierdo es el que 
más capacidad auditiva pierde, como consecuencia del aire que entra por la ventanilla. Los coches que se 
usan aquí no tienen aire acondicionado; entonces, en verano hay que andar permanentemente con las 
ventanas abiertas, porque la temperatura del habitáculo del conductor aumenta entre el 10% y el 15% como 
consecuencia de la gran dimensión del vidriado del parabrisas. Esto redunda en una gran concentración de 
calor. 


La insalubridad existe en el transporte y hay elementos que no podrán cambiarse. Los informes médicos 
hechos por Medilab para justificar la derogación de esta ley no se condicen con la realidad del Uruguay; 


fueron realizados en base a la actividad de los trabajadores del transporte de San Pablo. 


Otro elemento que pesó mucho fue la creación de las AFAP, porque a ningún administrador de capitales le 
sirve que un trabajador se retire a los cincuenta y cinco años, como estaba previsto en la bonificación; un 
trabajador del transporte se podía jubilar a los cincuenta y seis años. 


Además, para derogar la ley que establece esta bonificación se tomó en cuenta la poca cantidad de 
trabajadores que hacían uso de este beneficio. Ese dato es real, pero nos lleva a decir que es momento de 
rediscutir el monto de las jubilaciones, al menos para estas circunstancias. 


No queremos extendernos en el transporte suburbano porque a ello se referirán los compañeros que trabajan 
en el transporte interdepartamental, que también tiene sus particularidades. 


SEÑOR ARELLANO.- Nosotros no tenemos un informe tan afinado como el que presentó el 
compañero Alberro, pero podemos decir que hace años venimos planteando problemas de salud 
derivados del trabajo en las rutas. Quienes viajan al interior saben que, muchas veces, nuestro trabajo 
nos lleva a manejar hasta trece y catorce horas por día, de corrido, en turnos en los que hay que cubrir 
600 o 700 kilómetros; al tener que visitar varias capitales las jornadas se hacen muy extensas. 


Los mismos problemas vinculados con el estado de las carrocerías y del vehículo en general también los 
sufrimos en el transporte Interdepartamental, porque si bien se han renovado mucho las flotas, permanecen 
en funcionamiento muchas unidades viejas que tienen gran desgaste. 


En cuanto a la contaminación del ambiente dentro de los ómnibus a lo que ya se refirió el compañero 
Alberro, está comprobado que todo el aire viene hacia la parte delantera del vehículo. Eso queda demostrado 
cuando alguien prende un cigarrillo en el baño, porque el primero en sentir el olor es el conductor y por eso 
puede indicar inmediatamente que está prohibido fumar en el ómnibus. Del mismo modo, los microbios que 
pueda haber en el ambiente también van primero hacia adelante, o sea que cuando hay algún agente que 
pueda enfermarnos somos los primeros en recibirlo. | Además, tenemos problemas de estrés por el estado de 
las rutas, que, si bien se han mejorado, no ha sido en su totalidad. También hay grandes camiones que vienen 
de otros países, cuyos conductores han conducido durante largas jornadas, lo que ocasiona accidentes que a 
menudo nos involucran. Asimismo, está el problema de las nieblas; a veces, hay niebla desde Montevideo 
hasta Salto y eso no se puede evitar ni arreglar. 


Por eso, decimos que, más allá de que se pueda mejorar la parte laboral, los problemas nunca se van a 
solucionar del todo. Inclusive, en los grandes ómnibus nuevos, que tienen mucho vidrio y grandes parabrisas, 
muchos compañeros han sufrido cáncer de piel. También sufrimos problemas de columna debido a la baja 
calidad de los asientos, y se producen muchos infartos. 


El Decreto de 27 de diciembre de 2007 derogó la ley referida a los conductores urbanos, que, de todas 
maneras, no nos amparaba a nosotros. Si bien quisiéramos que se aprobara alguna norma, tampoco aspiramos 
a que sea igual a la que se derogó, sabemos que, a veces, es difícil que las condiciones se puedan dar, ya sea 
por la situación de las empresas o por la del país. 


Lamentablemente, hay compañeros que se han tenido que jubilar con 65 años, y a esa edad, significa que es 
para morir. Lo que queremos es que el compañero que necesite jubilarse a los 58 o 60 años, lo pueda hacer en 
mejores condiciones. En ese sentido, también apostamos a que haya más trabajo, porque si nos vamos antes, 
damos la oportunidad de que gente joven acceda a ese trabajo. 


SEÑOR VERA.- Represento a la UNOTT y al SODEC, Sindicato de Obreros de COME. 


Es verdad que uno de los argumentos que se dieron cuando se derogó la ley de seis más uno fue que los 
trabajadores del transporte no se jubilaban con el beneficio, porque, en realidad, eso implicaba una quita de 
jubilación muy importante, y por ende, optaban por trabajar unos años más. Otro argumento que se dio para 
imponer el Decreto fue que el BPS, en vez de bonificar jubilaciones, iba a eliminar los problemas que 
generan insalubridad en las áreas de trabajo. 


En general, la experiencia de estos tres años desde que se derogó el régimen de seis más uno es que no se ha 
podido librar al transporte de ninguno de los problemas que generan insalubridad. Por ejemplo, el tránsito 
empeoró, porque el parque automotor aumentó; todos lo podemos apreciar cuando salimos a la calle. 
Además, la violencia recae en los trabajadores del transporte; hoy, existe un fenómeno que hace unos años no 
existía: las enfermedades mentales producidas por ataques de pánico a raíz de la violencia, lo cual genera que 
el gremio le preste atención a esos problemas. 


Además, las enfermedades que ya teníamos, como las gastrointestinales, las osteoarticulares y otras tantas 
que acarrea el trabajo en el transporte, ya sea como guarda, chofer o chofer cobrador, no se han podido 
solucionar. Y dado que hoy todo es importado de China, se ha agravado la situación; por ejemplo, ha 
empeorado la calidad de los asientos, porque el polyfom es de mala calidad y dura muy poco, y un asiento 
que, en principio, es ideal para el trabajador, en quince o veinte días, queda chato y genera problemas en la 
salud. 


Entonces, el argumento de que se iban a combatir las causas de las enfermedades ocasionadas por el trabajo 
en el transporte no es válido, porque no se ha podido hacer, e, inclusive, en algunos casos, la insalubridad ha 
aumentado. 


SEÑOR SUÁREZ.- Soy integrante de la Mesa de ASCOT y de la UNOTT. 


Podemos hablar de muchas enfermedades, sobre la tensión que sufren un chofer, un chofer cobrador, un 
guarda o quien sea, sobre la inseguridad que vive el país, que la vemos reflejada en el transporte hoy, en una 
de las empresas, tenemos a dos compañeros en el CTI por problemas de inseguridad, pero hay temas que se 
solucionan y temas que no. Para mí, una de las formas de medir el estado físico de estos trabajadores es pedir 
un carné de salud exclusivo para el transporte, lo que va a detectar todas las enfermedades que origina el 
trabajo en este sector; no las vamos a tener que plantear nosotros. 


Según la última información, el 80% de los transportistas está estresado, sin hablar de colesterol y de los 
problemas de columna. Entonces, la comisión de salud está buscando la forma de implementar un carné de 
salud específico para el transporte, de donde surgirán todas las estadísticas propias de esta actividad. 


SEÑOR PUIG.- Quiero saludar a los compañeros de la UNOTT. 


Todos sabemos que desde hace algunos años, en el nivel internacional nuestro país participa, se está dejando 
de lado el tema de las bonificaciones por insalubridad para intentar cambiar los procesos productivos, los 
procesos de trabajo, con el objetivo de evitar que el trabajador se enferme, en vez de bonificarlo una vez que 
se enfermó. Yo creo que es correcta esa decisión que se viene tomando en todo el mundo. 


Ahora, si uno analiza la situación del transporte, podemos decir que, por un lado, se retiran las 
bonificaciones, pero, por otro, se agravan las condiciones de trabajo. El hecho de ir retirando, en forma 
gradual, el puesto de guarda para pasar al de chofer cobrador con todo lo que implica en cuanto a 
acumulación de tareas, de estrés, en cuanto a responsabilidad ya no compartida con nadie sobre la seguridad 
de los pasajeros, obviamente, genera un proceso de deterioro de la salud de los trabajadores 


Me llama la atención cómo estamos combinando dos aspectos que son absolutamente contradictorios. Me 
parecería bárbaro que se eliminaran las bonificaciones si generamos todo un proceso de cambio las 
condiciones de trabajo que van a redundar en beneficio de los trabajadores, pero lo hacemos cuando se está 
produciendo un proceso de agudización de las condiciones de trabajo, con el deterioro que ello implica. En 
Argentina, he visto que los choferes se han masificado desde hace muchos años; siempre pensé que era una 
situación de estrés y de deterioro de la salud muy grandes, y en Uruguay, también está ocurriendo. 


Entonces, pienso que debe haber un cambio en serio. De pronto, esa comisión calificadora puede ser un 
elemento de reconocimiento de las enfermedades profesionales, que hoy, después de mucho tiempo, el Banco 
de Seguros del Estado ha reconocido. De todas maneras, me da la impresión de que estamos muy lejos de un 
proceso de avance en las condiciones de salud de los trabajadores. Es más, creo que estamos en un proceso 
de deterioro, en el que los otros elementos presentes en la sociedad tienen un impacto muy directo. 


En concreto, estamos en una situación de contradicción muy grande. [Por un lado, se retira la bonificación, 
pero lejos de mejorar las condiciones de seguridad, priman varias cosas: el lucro de las empresas y, al mismo 
tiempo, el tema de las AFAP; estoy convencido de que es así. Si era reducido el número de trabajadores que 
hacían uso de la bonificación para jubilarse, tenía que ver, concretamente, con los montos jubilatorios. No 
hay otra explicación. 


Creo que hay que plantearse el asunto en toda su dimensión y ponernos de acuerdo en cuanto a si 
corresponde la bonificación; en ese caso, habrá que cambiar los procesos de trabajo. Pero si no se cambian 
radicalmente creo que esa es la prioridad debe existir bonificación. Es más, me inclino porque haya un 
proceso de cambio en las condiciones de trabajo esa es una responsabilidad ineludible y, paralelamente y 
durante un plazo, se brinden bonificaciones. Me parece que estamos en una contradicción por la cual el 
directamente afectado es el trabajador, y cuando ello ocurre, la situación de inseguridad se multiplica por 
toda la gente que es transportada. Esta es una contradicción seria. 


SEÑOR OLIVERA.- No voy a reiterar cosas que se han dicho hasta el cansancio en cuanto al tema de 
la insalubridad y las condiciones de trabajo en el transporte. Sin embargo, nunca hubo un estudio serio 
que demostrara que algunas de esas situaciones se han revertido. Es uno de los elementos a tener en 
consideración. 


Evidentemente, la eliminación de la bonificación fue una cuestión meramente economicista. Ello conlleva un 
debate de características muy particulares y fundamentaciones objetivas. El año pasado, nosotros definimos 
un ámbito donde logramos reunir a los trabajadores, a los empresarios y a las autoridades para instalar este 
debate. 


Tenemos una cantidad de variables, por ejemplo, que si bien tenemos unidades cada vez más nuevas, son 
hechas para países distintos y pensadas con períodos de utilidad diferentes. Traemos unidades muy modernas 
que, posiblemente, en el mundo se estén cambiando cada tres o cuatro años y aquí funcionan en la calle hasta 
catorce años, con períodos de prórroga por situaciones económicas, sin que exista un debate sobre la salud de 
los trabajadores. Como los empresarios, en realidad, son permisarios y servidores del servicio, quienes deben 
tener una opinión y definiciones más claras son los que concesionan el servicio. Sin lugar a dudas, eso 
conlleva aspectos económicos tarifas diferentes, subsidios que suelen tenerse como referencia en los países 
del tercer mundo en cuanto a las condiciones de trabajo y la calidad de las unidades. Hay países que lo tienen 
altamente superado y cuentan, inclusive, con subsidios muy importantes que aquí no hay. 


Debemos replantearnos el ámbito que habíamos definido y realizar una jornada para empezar a asumir el 
tema con visión técnica y científica. El aspecto económico debe ser un elemento accesorio y no central a esta 
discusión, y sin embargo, es lo que sucede cada vez que discutimos, dejando de lado la consideración de las 
condiciones de trabajo de los funcionarios. 


Esto amerita una discusión muy importante en la que tienen que participar muchos actores, inclusive, la 
UNASEV, que tiene datos objetivos, el Ministerio de Industria, Energía y Minería que debe tener opinión 
sobre estos temas y el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, por la polución 
que genera la cantidad de autos que circulan en la ciudad y cómo se ahorra energía y se contamina menos el 
ambiente con el transporte colectivo. 


Pero para que el transporte colectivo sea lo que nos planteamos cada vez que se ha hecho un documento 
sobre el transporte, el principal medio de movilización de los ciudadanos, hay que tener un transporte de 
excelencia. Creo que no solo se han deteriorado las condiciones de trabajo, sino de movilización de la gente, 
porque se traslada mal y en condiciones cada vez peores; las nuevas unidades no solo perjudican a los 
trabajadores, sino a los pasajeros. 


Hay toda una discusión acerca de si se han mejorado las unidades o, simplemente, se ha mejorado la imagen 
o las condiciones visuales, pero no la calidad. Tendríamos que cuantificar el uso de salón, para ver si tenemos 
condiciones para transportar tanta cantidad de gente. Hay un debate muy profundo que solo podemos dar si 
nos tomamos tiempo e involucramos a quienes corresponde. Convoco a la Comisión para que retomemos esa 
discusión y hagamos una jornada larga, de todo un día, para que cada uno empiece a asumir su 
responsabilidad y aportar en busca de una salida, que no sé si es la bonificación. Eso solo va a surgir de la 
discusión. 


SEÑOR ALBERRO.- Queremos dejar constancia de algunos números que no son de los trabajadores 
sino de Medilab. Con este documento, se derogó la bonificación. Del historial de certificaciones 
médicas y de los antecedentes de todos los funcionarios de COPSA del año 1998 hasta marzo de 2003 
cuando se hizo el prorrateo, surge lo siguiente. En el año 1998, hubo 42 certificaciones, 24% de las 
cuales correspondían a factores osteomioarticulares. |Desde el año 1999 a 2000, las certificaciones 
aumentaron a 2.124, pero hubo un cambio, porque un 25% respondió a problemas respiratorios, un 
24% a problemas osteomioarticulares, y un 20% a afecciones del sistema digestivo. Desde 2001 hasta 
2003, hubo 2.325 certificaciones, que otra vez se debieron a problemas respiratorios, 
osteomioarticulares y del sistema digestivo. 


Lo que nosotros estamos reivindicando hoy queda plasmado en la nueva acreditación que hace el BPS de las 
enfermedades profesionales, reconociendo que todas las enfermedades óseas son el principal flagelo que 
sufren los trabajadores el transporte. Entonces, desde 1992, 1993 y 1994, el único objetivo fue el de 
perjudicar al trabajador del transporte. Se hizo todo el traspaso a micro, obligando a una sola persona a 
realizar una doble tarea. Por eso, entendemos que es urgente solucionar el tema, no solo por la salud del 
trabajador del transporte, aunque algunos empresarios dicen que es más barato cambiar de chofer que de 
hombre, con lo que nosotros discrepamos rotundamente. 


Ese es el pensamiento empresarial. Obviamente, nosotros no estamos de acuerdo, pero para el empresario, el 
valor humano es cero. 


Consideramos que es urgente la instalación de una Comisión tripartita en la que los trabajadores tengamos 
participación 


En el año 2004 hicimos un trabajo con distintos profesionales, como los doctores Mario Pomata, Norberto 
Pérez, Elbio Moreira y la psicóloga Silvia Pérez, y en el año 2006, con la doctora Larrosa, Posgrado en Salud 
Ocupacional, realizamos un informe sobre el ruido. Nuevamente, los trabajadores estamos dispuestos a 
invertir porque, obviamente, para contratar a estos profesionales, se necesita dinero para formar una comisión 
con expertos en salud ocupacional, con la opinión de los legisladores y de nosotros, que somos los que 
verdaderamente convivimos con la triste realidad de los trabajadores del transporte. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Creo que, desde el punto de vista de la salud ocupacional y de las afecciones 
que generan las condiciones de trabajo, los trabajadores han sido suficientemente explícitos. En el 
material que ellos van a aportar, se recogen opiniones de médicos, psiquiatras, psicólogos y de la 
Cátedra de Salud Ocupacional de la Facultad de Medicina, por lo que tiene bastante sustento técnico. 
Inclusive, el informe de MEDILAB fue contratado por la empresa, y los números que demuestran esa 
progresión y explosión de enfermedades directamente vinculadas al trabajo son claramente 
demostrativos. 


Considero que este ámbito, que expresa la soberanía popular, es bueno para jerarquizar la cuestión y para que 
ese debate se plantee y esta no sea solo una aspiración de los trabajadores. Yo estoy vinculado con ellos desde 
el año 2005, y siempre escucho que esta una especie de sueño anhelado o bronca por algo que perdieron, así 
como la frustración diaria por el compañero que se enferma y se tiene que bajar del ómnibus antes o se jubila 
y se muere enseguida. 


Por otra parte, hay servicios del Estado que deben estar informados de esta cuestión. Por ejemplo, existe la en 
el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, creada a instancias de la Ley de Salubridad sé que se reúne muy 
poco, un organismo que se me ocurre que debe colaborar, estar al tanto, y quizás, pronunciarse. Lo mismo 
sucede con la Inspección General del Trabajo, el Banco de Seguros, el BPS que tiene competencia directa y 
la Facultad de Medicina. Es decir que el abordaje no solo debe ser multidisciplinario desde el punto de vista 
técnico, sino de varios organismos públicos con competencias, así como otros Ministerios, y el Parlamento 
como ámbito de resonancia 


Me parece que si el debate sale de aquí, será más difícil que la Comisión Nacional de Calificación de 
Servicios Bonificados del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social no incluya este tema, que la Inspección 
General del Trabajo no lo atienda, o que el BPS no lo revise, más allá de que va contra las pautas del mundo 
desarrollado, que, por su crisis, tiende a extender los tiempos jubilatorios. 


Detrás de todo, está el tema de la financiación, pero ha habido antecedentes recientes en los que se han 
declarado actividades bonificadas. Me refiero, por ejemplo, al caso de los trabajadores de la pesca y de 
hospitales psiquiátricos, que son de reciente data. Es decir que, mejorando las condiciones de trabajo que es 
muy difícil, o buscando sistemas compensatorios, se debe trabajar. 


Reitero que este es un ámbito de alta jerarquía y aquí podría tenerse el tema en agenda e iniciar el debate para 
que los órganos competentes, los trabajadores, los empresarios y los usuarios, participen en su dilucidación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos la presencia. La Comisión evaluará las propuestas que 
manifestaron, así como las que expresaron los compañeros Diputados, e informaremos la resolución 
que tomemos sobre este tema. 


Muchas gracias. 
(Se retira de Sala la delegación de trabajadores de la Unión Nacional de Trabajadores del Transporte) 


(Ingresa a Sala una delegación de Funcionarios Obreros de la Dirección de Arquitectura del Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas) 


——- La Comisión de Legislación del Trabajo tiene mucho gusto en recibir a una delegación de Funcionarios 
Obreros de la Dirección de Arquitectura del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, integrada por el 
Presidente del sindicato, señor Bismark Larrosa, y por el señor Mario Maurente. 


SEÑOR LARROSA.- En primer lugar, queremos agradecer a los integrantes de la Comisión por 
habernos recibido tan rápidamente. 


Más allá de que hemos concurrido a esta Comisión en alguna otra oportunidad, queremos decirles que 
pertenecemos, específicamente, al sindicato de obreros de la Dirección Nacional de Arquitectura. 


Solicitamos esta entrevista a la Comisión de Legislación del Trabajo debido a la falta de respuesta de las 
autoridades del Ministerio sobre varios temas que vamos a detallar a continuación. 


También queremos hablar sobre lo que hacemos; nosotros somos trabajadores de obra de la Dirección de 
Arquitectura y realizamos nuestras tareas, sobre todo, en obras de alto contenido social y que se llevan a cabo 
en escuelas, liceos, hospitales, UTU o el INAUÚ. Asimismo, trabajamos en la conservación del patrimonio 
edilicio del Estado. 


En realidad, nosotros trabajamos a través de convenios con instituciones por administración directa. Cabe 
destacar que la División de Arquitectura no tiene fines de lucro cuando trabaja de esta manera; esto es 
importante remarcarlo. 


Nosotros venimos a esta Comisión a plantear tres temas que consideramos muy importantes. Uno de ellos 
refiere al funcionamiento de la Dirección de Arquitectura, otro tiene que ver con las condiciones de trabajo y 
la seguridad que es una problemática que estamos viviendo hace bastante tiempo, y el otro está relacionado 
con aspectos salariales. 


Como dijimos, la Dirección de Arquitectura realiza trabajos por administración a través de convenios con 
instituciones sociales. 


Queremos decir que desde hace tiempo se está desmantelando la Dirección de Arquitectura; esto lo hemos 
denunciado permanentemente. 


Nosotros trabajamos en áreas sociales que son muy sensibles para población, como las escuelas. Por ejemplo, 
hace un tiempo trabajamos en la escuela de Laureles, a cincuenta kilómetros de la ciudad de Salto. Sin duda, 
este tipo de trabajos no es redituable para una empresa privada. Por eso creemos que la Dirección de 
Arquitectura debe trabajar en estas áreas. Sin embargo, sabemos que últimamente se han rechazado estos 
trabajos. Desde nuestro punto de vista, el objetivo es privatizar estas obras, para que las hagan empresas 
privadas. No compartimos esta posición porque muchas veces ha pasado sigue pasando y quizá sea un 


problema histórico que no se ha podido resolver que se privatizan las obras, se contratan empresas que no 
cumplen y, después, debe ir la Dirección de Arquitectura del Ministerio a terminar el trabajo. 
Permanentemente escuchamos a las autoridades decir que hay que cuidar los dineros públicos, pero en varias 
oportunidades se gasta doble tenemos ejemplos en este sentido, porque se da esa situación. 


Entendemos que la Dirección de Arquitectura fue creada para atender todo lo que tiene que ver con las obras 
sociales. Sin embargo, hoy en día estos trabajos se están privatizando. Estamos hablando de obras en escuelas 
u hospitales, a los que concurren los hijos de los trabajadores; para nosotros este es un elemento muy 
importante. 


Al inicio de este período de Gobierno el señor Ministro Pintado planteó que iba a potenciar la Dirección de 
Arquitectura y que iba a generar cuadrillas de elite para trabajar en lo que tiene que ver con el patrimonio 
edilicio e histórico y con las obras sociales. Sin embargo, vemos con mucha preocupación que pasaron 
quince meses y el plan quinquenal que se planteaba y el fortalecimiento que se proponía no se han 
desarrollado. 


En este sentido, nos preocupa mucho el ingreso de personal. Además, se ha ido perdiendo la memoria 
institucional. En la Dirección de Arquitectura no hay concurso que pueda solucionar el problema de la falta 
de albañiles. El albañil se crea en la obra; no existe una escuela que enseñe el oficio. De la Escuela de la 
Construcción salen constructores. El oficial albañil especializado o el frentista como se llamaba en otra época 
se hace en la obra. Además, hemos perdido compañeros por diferentes causas, como jubilación, enfermedad o 
fallecimiento. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Vidalín) 


———- Reiteramos que si bien la Dirección de Arquitectura no es una empresa, funciona como tal y tiene una 
logística similar a la de las mejores empresas constructoras del país. Tiene talleres de carpintería, herrería y 
aluminio en Montevideo, Paysandú, Tacuarembó y Rocha. Esto debería abastecer a todo el territorio 
nacional. Pensamos que los problemas edilicios en las escuelas se podrían resolver haciendo un convenio con 
la Dirección de Arquitectura; esto evitaría el largo proceso que implican las licitaciones. No estamos diciendo 
que la Dirección de Arquitectura deba agarrar toda la obra pública del país, sino que compartimos lo que 
plantea el señor Ministro en el sentido de que debería trabajar en todo lo que sea patrimonio histórico y 
edilicio del Estado y obras sociales. 


Por lo tanto, una de nuestras preocupaciones es la falta de personal que tenemos hoy en día. 


Otro gran tema que venimos a plantear a la Comisión es la seguridad en la industria de la construcción. 
Nuestra situación dentro del Estado es bastante particular, ya que somos obreros de la construcción, pero 
públicos. Esto nos genera problemas de seguridad en nuestro trabajo. Actualmente la Dirección de 
Arquitectura no tiene Técnico Prevencionista. Cada vez que se inicia una obra, estos profesionales son los 
autorizados por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social para hacer los relevamientos que corresponda y 
la memoria descriptiva, es decir, si se trata de una excavación, de un andamio, etcétera. Reitero que hoy en 
día la Dirección de Arquitectura no tiene Técnico Prevencionista. Si todavía no ocurrió un accidente, es por la 
conciencia que tienen los trabajadores a la hora de desarrollar una tarea; no tenemos quien controle el trabajo 
que hacemos. 


Por si esto fuera poco, en estos días la Dirección de Arquitectura nos planteó que tienen pensado privatizar la 
seguridad de los obreros del Ministerio. En consecuencia, a partir de ahora si se inicia una obra por ejemplo 
en el Ministerio de Educación y Cultura, se le va a pedir a esa Cartera que contrate una empresa o se 
encargue de la seguridad de los trabajadores. Si hay algo de lo que no debe ocuparse el Ministerio de 
Educación y Cultura es de la seguridad de los trabajadores del Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Es 
decir que se quieren deslindar de todo tipo de responsabilidades. Si hay alguien responsable de la seguridad 
de los trabajadores, es el Ministerio, tal como lo hacen la Intendencia u otros organismos. 


Por lo tanto, queremos decir que esto nos llama poderosamente la atención. Además, creemos que esta 
medida tiene que ver con un juicio que se ha iniciado al Ministerio de Transporte y Obras Públicas por el 
fallecimiento de un compañero en 2006 en los terrenos AFE en Peñarol. El juicio lo entabló la familia, 
porque en aquel momento no se tomaron las precauciones correspondientes. 


Entonces, reitero, no entendemos por qué se quiere privatizar la seguridad. 


Por otra parte, desde hace muchos años tenemos un acuerdo viene de varios gobiernos anteriores: por lo 
menos tiene veinte años por el que se nos debe entregar dos equipos de ropa por año. Esto es así porque por 
la tarea que desarrollamos rompemos más ropa que en otras actividades. Sin embargo, hace un año que no se 
nos entrega nada; esto implica también un vaciamiento de los temas de seguridad. 


Además, no se aplica el Decreto N” 291, por el que se instalan las comisiones paritarias en temas de 
seguridad en cada uno de los organismos. Aparentemente tampoco hay voluntad de aplicarlo, porque se 
propone privatizar la seguridad. Si fuera así, discutiremos los temas de seguridad con el Ministerio al que 
vayamos a hacer la obra. En estos días no ha habido un accidente por pura casualidad. 


Por otra parte, el artículo 754 de la Ley de Presupuesto establece un salario mínimo para la Administración 
Central de $ 15.400 por cuarenta horas semanales. Como trabajamos cuarenta y ocho horas semanales, 
tuvimos un incremento interesante en nuestros magros salarios. Sin embargo, ahora se plantea una situación 
bastante compleja, porque como el salario mínimo se establece solo para el grado 1, actualmente ganan lo 
mismo un peón, un medio oficial, un oficial de primera, un oficial especializado y un capataz. Más allá de las 
responsabilidades de las funciones, hoy ganamos exactamente lo mismo. De todas maneras, nadie dejó de 
realizar su tarea. 


Quisimos plantear esta cuestión al Ministerio, pero se responde con un no rotundo, ya no la evaluación de 
nuestras propuestas, sino la negociación. 


Inclusive, planteamos una tabla salarial y la posibilidad de negociarla durante más de un año, a cuenta de 
futuras reestructuras, pero lamentablemente no fue posible. 


Por otra parte, no existe ningún trabajo en el mundo donde todos ganen lo mismo, cualquiera sea la 
responsabilidad. 


SEÑOR MAURENTE.- Nuestra intención es poner en conocimiento de la Comisión las distintas 
situaciones generadas por la Administración que nos están llevando a un conflicto. 


Vemos con preocupación que se están tomando una serie de decisiones que apuntan a eliminar, en el corto o 
prudente plazo, la ejecución por administración directa. Esta no es una deducción ligera, sino la conclusión 
que hemos sacado de una serie de medidas que viene aplicando la Administración. Por ejemplo, se intenta 
tercerizar la seguridad, desconociendo el Decreto N* 89/95 que establece claramente de quién es la 
responsabilidad en materia de seguridad de los trabajadores. En este caso, la Dirección Nacional de 
Arquitectura quiere deslindar responsabilidades en un tercero, que sería el cliente, lo que haría menos 
atractivo aún contratarla, porque esto se suma a otra serie de dificultades como, por ejemplo, la falta de mano 
de obra calificada, producto de medidas como la prohibición de ingreso al Estado, etcétera. Los trabajadores 
se jubilan, se enferman y mueren, y generalmente son quienes con el correr de los años adquieren la 
especialización. Hoy no se repone personal que permita transferir ese conocimiento, lo que complica mucho 
la situación. Cuando se presupuestan obras se tiene en cuenta cierta cantidad de trabajadores, con distintos 
oficios, pero con estas carencias las obras se hacen con menos trabajadores, a veces con algunos que no son 
los más idóneos, pero que a través de los años han adquirido cierta experiencia, lo que también redunda en 
una dilación de los plazos de ejecución, que es otro problema. Asimismo, la falta del personal adecuado 
implica una falta de calidad del trabajo a realizarse. 


Cuando el señor Ministro anunció el plan quinquenal vimos con muy buenos ojos que destacara las bondades 
de la Dirección Nacional de Arquitectura y definiese a qué se abocaría. Lamentablemente, hoy los hechos nos 
llevan a concluir que se trató de simples anuncios de buena voluntad, porque para crear una cuadrilla de elite, 
como lo planteó el señor Ministro Pintado en su momento, es necesario contar con personal, y al decirnos que 
no habrá ingreso de personal, poco podemos esperar en ese sentido. 


Por otra parte, en algunos lugares las cuadrillas están totalmente desestructuradas. Por ejemplo, en Durazno 
hay dos trabajadores. ¿Qué emprendimiento se puede plantear con esa realidad? Ni siquiera obras de mínimo 
porte; se podría trasladar personal, pero implicaría otros costos. 


Este problema nos preocupa. En otro momento planteamos la creación de cuadrillas estándares, es decir, 
reforzar lo existente, y si bien se aceptó la propuesta la realidad nos marca que el Ministerio no está dispuesto 
a llevar la idea adelante. Esta es otra de las cuestiones que va en contra de la realización de obra por 
ejecución directa. 


Por otra parte, la tercerización de la seguridad, además de ser poco atractiva al momento de contratar a la 
Dirección Nacional de Arquitectura, marca su impotencia en cuanto a señalar las responsabilidades a los 
directores de obra. 


El problema de la seguridad no es nuevo. En 2006 falleció un compañero, pero previamente hubo varios 
accidentes menores que indicaban que no estábamos trabajando bien. En su momento, acudimos a la 
Dirección para buscar alternativas, pero tuvo que fallecer un compañero para que se revirtiera esa situación. 
Hoy nuevamente nos enfrentamos a estas situaciones, y si no falleció nadie fue por pericia de los trabajadores 
y por buena suerte. Concretamente, en la obra del Central Cultural y Museo de la Memoria, ubicado en 
Coronel Raíz y Millán, hará casi un mes un compañero que trabajaba con una retroexcavadora chica estuvo a 
punto de enganchar un cable de alta tensión, porque se lo mandó a excavar sin ningún tipo de referencia. No 
había técnico prevencionista, no se hizo plan de excavación y el Director no tomó los recaudos 
correspondientes. Por suerte el problema no pasó a mayores y podemos contarlo como una experiencia de lo 
que pudo haber pasado. 


También se nos han dado otras situaciones. Concretamente, a tres cuadras del Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas, una persona marcó la necesidad de poner una malla protectora para determinados trabajos 
que se estaban haciendo. Al otro día, el capataz general obligó a los trabajadores a subir al andamio sin malla 
protectora y sin nada porque él estipulaba que no era necesario. 


Tenemos muchísimas otras situaciones. Muchas veces los compañeros se alojan en lugares que no tienen 
espacio suficiente ni condiciones mínimas. 


Nos podríamos pasar la mañana entera detallando las cosas que pasan, pero creo que no es la idea. 
Simplemente se mencionaron estas dos situaciones para ilustrar un poco de qué hablamos y cuáles son de las 
cuestiones que nos preocupan, y sobre las que hoy no se da respuesta. 


Algo más grave aún que tercerizar la seguridad es la falta de capacidad de la Dirección de Arquitectura para 
llamar a responsabilidad a los Directores de Obra que, muchas veces, pasan hasta veinte o veinticinco días 
sin ir a la obra. Tienen un sistema muy novedoso que implica hacer obras por teléfono, porque es como 
realmente ejecutan su tarea, pero nadie es llamado a responsabilidad. 


Además, como decía el compañero, se nos están adeudando trajes de trabajo. Con suerte, si todo sale bien, en 
diciembre nos darán el traje de invierno, y esta ha sido una constante desde la asunción de esta Dirección. 


SEÑOR PUIG.- Creo que amerita convocar al Ministerio de Transporte y Obras Públicas porque no 
estoy abriendo juicio sobre la situación las denuncias que hace ADAMTOP sindicato que conocemos y 
cuya seriedad reconocemos son sumamente graves. Si efectivamente se estuviera ante un proceso de 
desmantelamiento de la Dirección de Arquitectura para privatizarla, sería sumamente grave. Si a eso 
le agregamos la no existencia de técnico prevencionista para, precisamente, hacer análisis de obra y 
prevención en materia de seguridad laboral, sería una situación también muy grave. Privatizar lo que 
tiene que ver con la salud laboral y la seguridad de obra no corresponde. Hay normativas vigentes en el 
país que establecen la responsabilidad de cada una de las áreas en cuanto al mantenimiento de las 
normas de seguridad. La existencia en este caso, la inexistencia de una Comisión bipartita en materia 
de seguridad, amerita analizar esta situación, que criticamos permanentemente a nivel de la actividad 
privada: la falta de inversión de muchas empresas en materia de salud laboral y las condiciones 
lamentables que existen en varias áreas de trabajo en el país a nivel de Montevideo, pero 
fundamentalmente en el medio rural en cuanto a la falta de respeto de condiciones mínimas de trabajo. 
Pero, a su vez hay que decirlo con mucha claridad a nivel del Estado y de sus empresas se deja mucho 
que desear en materia de salud laboral cuando se contratan empresas privadas. 


En lo personal, tengo unos cinco años de experiencia en supervisión de obras y debo decir que muchas veces 
vi empresas tercerizadas contratadas por el Estado que no eran controladas. El Estado no controla y no exige, 


en definitiva, que las empresas cumplan con requisitos mínimos, a los efectos de que esos trabajadores 
puedan gozar de los mismos derechos de salud laboral que el resto: protección de zanjas, delimitación de 
zona de obra, traslado de trabajadores en condiciones adecuadas muchas veces las empresas privadas 
trasladan a los trabajadores conjuntamente con maquinarias sin separar el lugar donde van los trabajadores, 
etcétera. Muchas veces son empresas contratadas por el Estado, que debería controlar. Si a eso le agregamos 
que estamos hablando de una División o Dirección de un Ministerio, me parece que, de constatarse esta 
situación, es sumamente grave. 


Como no quiero abrir juicios de valor sin escuchar al Ministerio, estoy proponiendo a la Comisión convocar 
al Ministerio de Transporte y Obras Públicas para analizar esta situación y que nos den su visión al respecto. 


SEÑOR TIERNO.- Coincidiendo con las apreciaciones del señor Diputado Puig, conocemos esta 
situación desde hace mucho tiempo y, lamentablemente, en vez de ir mejorando con el correr de las 
Administraciones, no entendemos por qué ha ido empeorando y se ha ido desmantelando una 
Dirección que hace trabajos muy importantes, sobre todo para las instituciones sociales dependientes 
del Gobierno. En especial, conocemos el trabajo que se ha hecho en nuestro departamento, tanto en el 
INAU como en Primaria y en Secundaria. También conocemos la situación que se mencionaba en el 
sentido de que en Durazno hay dos funcionarios que prácticamente están a la orden; no hay 
posibilidad de encarar una obra por el costo que tendría llevar gente por viáticos o por otros motivos, 
teniendo en cuenta que se han solicitado varias obras en nuestro departamento para ser tenidas en 
cuenta por la Dirección de Arquitectura del Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 


Coincidiendo con lo expresado por el señor Diputado Puig y sabiendo que el señor Ministro de Transporte 
estará compareciendo ante esta Comisión el día 6 de setiembre, solicito que también incluyamos este tema en 
la invitación al señor Ministro. 


SEÑOR MAURENTE.- Suscribo lo que marcaba el señor Diputado Puig; nosotros nos hacemos la 
misma pregunta. La idea es que la Dirección de Arquitectura lleve el control de seguridad, pero ¿con 
qué autoridad el Ministerio o la Dirección de Arquitectura pueden plantear a una empresa tercerizada 
que cuide a sus trabajadores y los provea de los elementos necesarios, cuando no lo hacen con sus 
propios trabajadores? 


Lo otro que queríamos señalar es el descalabro que no habíamos mencionado antes en la relación entre 
administrativos y obreros de esta Dirección. Estamos en una relación de casi uno a uno, lo que hace más 
pesada todavía a esta Dirección. 


SEÑOR TIERNO.- Quisiera saber cuántos funcionarios tiene hoy la Dirección Arquitectura, tanto 
administrativos como funcionarios de obra. 


SEÑOR MAURENTE.- La Dirección cuenta con un total de aproximadamente 900 trabajadores, 
incluyendo administrativos, técnicos y obreros. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Legislación del Trabajo agradece enormemente su presencia. 


Tal como lo plantea el señor Diputado Puig y lo refrenda el señor Diputado Tierno, el día 6 concurrirá a este 
ámbito el señor Ministro de Transporte y Obras Públicas, por lo que le haremos llegar estas inquietudes, 
compartidas por esta Comisión. 


(Se retira de Sala la delegación de Funcionarios Obreros de la Dirección de Arquitectura del Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación de Profesionales de la Dirección Nacional de Arquitectura 
del Ministerio de Transporte y Obras Públicas) 


——— Damos los buenos días a esta delegación de la Asociación de Profesionales de la Dirección Nacional de 
Arquitectura del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, integrada por el Presidente suplente, arquitecto 
Alejandro García; el Vicepresidente, arquitecto Ignacio Figares; el Vicepresidente suplente, señor Luis Papa; 


la Secretaria suplente, arquitecta Adriana Barrón; las arquitectas Rossana Marquisa, Celiana Maddalena y 
Cecilia Brandt, y los arquitectos Paulino Lessa y Fernando Marqués. Les damos la bienvenida y les 
agradecemos su presencia. La Comisión de Legislación del Trabajo con mucho gusto escuchará y recogerá 
sus planteamientos a fin de trasmitírselos el próximo 6 de setiembre al señor Ministro Pintado, cuando 
concurra a este ámbito. 


SEÑORA BARRÓN.- Soy funcionaria de la Dirección Nacional de Arquitectura y me enorgullezco de 
formar parte de esa institución. 


Agradecemos mucho a los distinguidos Representantes nacionales que nos den este espacio. 


Somos un colectivo de trabajadores profesionales arquitectos, ingenieros y abogados que hemos recorrido un 
largo camino en busca de soluciones a problemas que no hemos generado nosotros, sino que han surgido con 
el paso del tiempo a raíz de desprolijidades y falta de prevención en algunos aspectos del vínculo entre el 
trabajador y el administrador, que se basa en la estructura del escalafón, el grado y la remuneración. 


Hacia fines de 2008 iniciamos un petitorio legal para que se cumpliera con la totalidad de la reestructura 
funcional que había establecido la Ley de Presupuesto del período de Tabaré Vázquez. En aquel momento, 
asesorados por el doctor Delpiazzo, se inició un proceso de concursos que tuvo ciertas dificultades. En la 
Dirección Nacional de Arquitectura nunca había habido concursos; esa fue la primera vez que se concursó y 
se hizo por los llamados "cargos espejo". 


Lamentablemente, al no haber estudiado en profundidad los problemas del escalafón técnico de la Dirección 
Nacional de Arquitectura, los resultados fueron, en algunos puntos, perjudiciales para el interés de los 
funcionarios profesionales y, sobre todo, de la Dirección. Sabemos que, de ahora en más, con la reciente 
aprobación de la Ley de Participación Público Privada, la Dirección tendrá que dar una gran prestación a la 
CND y a las diferentes inversiones que el Estado necesariamente deberá encarar. En vista de ello, ¿qué mejor 
que contar con una estructura saneada desde el punto de vista escalafonario y de los grados del escalafón? 


El año pasado, durante el análisis de la Ley de Presupuesto, presentamos a la Comisión de Presupuesto 
integrada con la de Hacienda de la Cámara de Senadores un proyecto de ley que había sido redactado por el 
doctor Delpiazzo, que no tuvo respuesta en aquel momento, y el proceso del concurso siguió. En el gráfico 
que está incluido en el material que dejamos en poder de la Comisión se advierte que, a julio de 2011, 
tenemos un escenario con más del 50% de los profesionales universitarios en un grado A4. Este grado no es 
histórico en el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, sino que se trajo no se sabe de dónde porque no se 
dieron explicaciones al respecto. A pesar de que todo el cuerpo técnico de la Dirección Nacional de 
Arquitectura reviste funciones y percibe esa remuneración en el Escalafón A, Grado 9, y de que muchos de 
nosotros tenemos encargaturas para los cargos de Dirección, Jefes de Sección, Jefes de Departamento, 
etcétera, lamentablemente, 31 de nuestros asociados el 50% de todo el plantel quedaron en el Grado 4 del 
Escalafón A. Esta situación lesiona los derechos adquiridos en el trabajo y, además, no responde a la realidad 
material del relacionamiento laboral, en tanto tenemos funciones y remuneraciones de Grado 9. 


Confiamos en que ustedes, como Representantes, sabrán entender esta problemática y podrán incidir 
pensamos que se puede hacer en esta instancia de Rendición de Cuentas. Sería viable incidir en tanto, aunque 
parezca mentira, esto no significa mayor gasto para el Estado. Es un caso atípico; somos la excepción que 
confirma la regla. Hoy no venimos por una reivindicación salarial, aunque la tenemos porque nuestros 
salarios están sumergidos. Puedo hablar de mi caso, que es como el de otros colegas, que tienen veintitrés 
años de desempeño profesional en estructuras de gestión complejas como las obras por contrato, otras 
vinculadas con proyectos o las obras por administración directa que ganan unos $ 37.000 nominales. Yo 
gano, además, $ 2.000 por antigúedad. Si comparamos este salario con los que se perciben, por ejemplo, en el 
Banco de Seguros, advertimos que es lo que gana un cocinero de esa institución. Los términos de la 
comparación saltan a la vista; no lo planteamos en desmedro de la persona que cumple con una tarea 
fundamental en esa área. La cuestión es que, si bien nuestras responsabilidades son importantes, no se ve 
contrapartida ni reconocimiento a la tarea desde el punto de vista del grado del escalafón en ese aspecto 
estamos en una situación límite ni desde el punto de vista de la remuneración. 


Voy a leerles la propuesta de artículo que pensamos sería viable incorporar en esta instancia, que también fue 
redactada por el doctor Delpiazzo. Consta de tres ítems: los antecedentes, la situación creada y la propuesta 


de solución. Aclaro que el Anexo A al que se hace referencia también está incorporado en la carpeta que les 
dejamos; es un expediente en el que el año pasado se planteó una propuesta del estudio del doctor Delpiazzo 
para que el Ministerio diese una respuesta, pero lamentablemente todavía no hemos recibido contestación. La 
propuesta dice lo siguiente: "1.- Como surge de la nota adjunta (ANEXO A), la Asociación de Profesionales 
de la Dirección Nacional de Arquitectura del Ministerio de Transporte y Obras Públicas (A.PRO.DI.N.AR), 
compareció ante el referido Ministerio, con fecha 4 de junio de 2010, planteando la preocupación por la 
problemática funcional que vincula a los profesionales de dicha Dirección, y articulando una propuesta 
normativa, con la intención de que la misma sea considerada e incluida en la próxima instancia presupuestal.- 
2.- Sin perjuicio de reconocer las buenas intenciones y avances que desde diversas leyes de presupuesto o 
rendición de cuentas dictadas en la última década, se señaló que persistía en la Dirección Nacional de 
Arquitectura una situación problemática, determinante de la conformación de cuatro tipos de situaciones 
funcionales diferentes, en las que se da un tratamiento disímil frente a una realidad similar.- 3.- La alternativa 
planteada" la que se planteó en la instancia del 4 de junio "fue además consonante con el Informe de la 
Oficina Nacional del Servicio Civil, de 17 de agosto de 2009, que estableció que 'de entenderlo necesario en 
próxima instancia presupuestal podría regularizar las situaciones que no se ajusten a la verdad material'.- 4.- 
Por otra parte, se insistió en el hecho de que la citada alternativa normativa, en cuyo marco se supera el 
relegamiento tanto funcional como retributivo que se verifica en relación con determinados funcionarios, no 
genera un mayor crédito presupuestal". Ese es nuestro gran argumento en esta Mesa. Continúa: "5.- Es que la 
solución no generaría mayor gasto, sino que superaría la necesidad de recurrir a compensaciones personales 
transitorias a efectos de equilibrar las denunciadas discrepancias entre la realidad y las previsiones legales.- 
II. SITUACIÓN CREADA.-1.- A pesar de la propuesta articulada, no se procedió a ingresar la norma 
propuesta en el Proyecto de Ley de Presupuesto Nacional para el Ejercicio 2010-2014, que culminara con la 
aprobación de la Ley N* 18.719 [...].- 2.- Así, y a pesar también de que oportunamente se solicitó la 
suspensión de los concursos correspondientes a los "cargos espejo" creados por los funcionarios 
profesionales Arquitectos sea dentro del Escalafón A como fuera de este [...] se optó por proseguir con los 
mismos.- 


3.- En tal sentido, se realizaron los correspondientes concursos, expidiéndose con fecha 14 de junio de 2010, 
los Tribunales de Evaluación conformados para los diferentes Grados [...].- 4.- Sin embargo, como se 
advirtiera reiteradamente incluso en la citada nota de 4 de junio de 2010, la concreción de los precitados 
concursos, lejos de solucionar la problemática denunciada, determinó su consolidación, conformando una 
situación diversificada y disfuncional a la necesidad del servicio y sus requerimientos, que no se ajusta 
además a la verdad material.- 5.- En efecto, y al margen de haberse expuesto la Administración a una serie de 
impugnaciones administrativas por parte de diversos funcionarios que pudieren sentirse agraviados por las 
resultancias de los precitados concursos, lo cierto es que los hechos demostraron que se imponía una solución 
del orden de la oportunamente propuesta.- III. PROPUESTA DE SOLUCIÓN [...]". Aquí viene el artículo 
concreto en el cual el doctor Delpiazzo redacta, desde el punto de vista técnico, la propuesta de solución que 
conceptualmente radica en algo muy elemental, que es el reconocimiento a los funcionarios que hoy están en 
el Grado 4 del Escalafón A que, en tanto la realidad material así lo está demostrando, pasen de oficio como 
decimos los arquitectos cuando trabajamos en nuestras especialidades a formar parte del Escalafón A, Grado 
9. Además, queremos trasmitir que, más allá de esta circunstancia de que el Grado 4 tiene implícito un 
desconocimiento y un no reconocimiento de las verdades materiales y de los derechos adquiridos, hay otros 
cinco colegas que por esa metodología del cargo espejo quedaron fuera del Escalafón A porque estaban 
contratados fuera de ese Escalafón como B, como C, etcétera, a pesar de estar cumpliendo funciones y de 
tener remuneraciones de arquitectos. Por lo tanto, esos colegas también solicitan que, de oficio, se les 
reconozca el cargo de técnico de arquitecto o de ingeniero y se los incorpore al Escalafón A, Grado 9. 


Reitero que la Dirección Nacional de Arquitectura es el órgano idóneo para el contralor superior de los 
procedimientos y de las inversiones del Estado en obras edilicias, en las diferentes modalidades que se 
pueden realizar, ya sea por contratos o a través de la participación público privada. La Dirección Nacional de 
Vialidad desde 2002 tiene conformado un contrato entre la CND y la Corporación Vial. Sabemos que ese va a 
ser el camino que va a recorrer la Dirección Nacional de Arquitectura, por su categoría como institución 
pública, por su experiencia y por la trayectoria que tiene. 


Me gustaría solicitar, si es viable, que la versión taquigráfica de esta sesión llegue a las autoridades del 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas: al señor Ministro Pintado, al señor Subsecretario, ingeniero 
Genta, al Director General de Secretaría, el señor Ferrer y, por supuesto, al Director Nacional de 
Arquitectura, arquitecto Lima Valverde. También me gustaría que se la hiciera llegar a los otros gremios con 


los que conformamos la corriente de organizaciones dentro del Ministerio, que son los gremios de 
funcionarios de oficina y el gremio de personal obrero que recién se retiró de esta Sala. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tal como lo solicita la arquitecta Barrón, la versión taquigráfica de esta 
sesión será remitida a cada una de las instituciones u organismos que mencionó. Además, el día 6, 
cuando venga el señor Ministro, este tema va a estar sobre la mesa. 


A la Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda le quedan dos o tres días de trabajo por lo que 
no van a poder recibirlos en ese ámbito; de todas maneras, en ese tiempo puede haber algún movimiento. Por 
lo tanto, si mis colegas me lo permiten, ni bien termine esta reunión voy a contactar a dos o tres Diputados 
con el fin de que ustedes puedan ser recibidos por ellos en sus despachos para que tengan conocimiento de 
esta situación. Esa sería una forma de ir ganando tiempo; de lo contrario van a ver postergado este tema un 
año más. 


Les agradecemos su presencia. Vamos a trabajar sobre lo que nos han planteado. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


